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Hernández Sánchez, Juez Ponente 
 

 
SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 19 de agosto de 2016. 

Comparece ante nos el Sr. Elvin Soto Santiago (recurrente) y 

nos solicita la revisión del proceso ante la Oficina de Gerencia de 

Permisos (OGPe), para una estación de gasolina. Solicitó que se le 

exima del agotamiento del trámite administrativo antes de la vista 

pautada ante OGPe.  

Posteriormente, compareció ante nos PEP Holdings Inc., 

(parte recurrida) y presentó una Solicitud de Desestimación en la 

que solicitó la desestimación del recurso presentado por el 

recurrente. Sostuvo que este Tribunal no tiene jurisdicción para 

atender el asunto, ya que no existe determinación alguna de la 

OGPe a revisar.  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

desestima el recurso de revisión presentado por el recurrente y se 

devuelve al foro administrativo correspondiente para que 

continúen con los procedimientos.  
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I. 

Una breve síntesis de los hechos se expone a continuación: 

El 28 de mayo de 2014, con notificación de ese mismo día, la 

OGPe emitió una Resolución mediante la cual concluyó que su  

determinación al expedir el Permiso de Uso no estuvo basada en 

evidencia sustancial. 

El 19 de diciembre de 2014, con notificación del 8 de enero 

de 2015, un panel hermano de este Tribunal, Región Judicial de 

Aguadilla, emitió una Sentencia. Mediante dicho dictamen, el 

Tribunal confirmó la Resolución recurrida y expresó: 

“…debemos destacar que para considerar una 
solicitud para una nueva estación de gasolina se 

requiere un estudio de viabilidad y la celebración de 
vistas públicas con notificación a determinadas 
agencias y distribuidores, mayoristas, dueños o 

arrendatarios  de las estaciones de gasolina que 
ubiquen dentro de un perímetro de 1,600 metros 

radiales. Del expediente no surge el cumplimiento con 
dichos requisitos”.     

 

Posteriormente, el 30 de junio de 2015, con notificación del 7 

de julio de 2015, un panel hermano de este Tribunal emitió una 

Resolución. Mediante dicha determinación se revocó la 

determinación de la OGPe de expedir el Permiso de Uso 2015-

033162-PUS-040837 para la operación de una estación de 

gasolina ubicada en el Municipio de San Sebastián. Igualmente, 

este foro ordenó la devolución del caso a la OGPe para la 

continuación de los procedimientos.  

El 27 de mayo de 2016 se emitió un Aviso de Vista Pública a 

celebrar el 24 de junio de 2016 sobre el caso núm. 2015-033162-

PUS-190292 para una estación de gasolina existente en la Ave. 

Emérito Estrada Rivera en el Municipio de San Sebastián, Puerto 

Rico.  

Luego, el 9 de junio de 2016, el Ing. Camilo Almeyda Eurite, 

le cursó una carta al recurrente notificándole del aviso de vista 

pública a celebrarse y el Estudio de Viabilidad en formato digital.  
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Inconforme, el 22 de junio de 2016, el recurrente presentó 

una Solicitud de Revisión Administrativa e hizo los siguientes 

señalamientos de error: 

“1) Erró la OGPe al pautar vista en solicitud de un asunto 
en el cual no tiene jurisdicción al amparo del impedimento 
colateral de Sentencia emitida por el Tribunal de 
Apelaciones. 
 
2) Erró la OGPe al señalar vista pública cuando la recurrida 
actúa en violación a la Sentencia de este Honorable Foro del 
19 de diciembre de 2014”. 
  

Por su parte, el 27 de junio de 2016, la parte recurrida 

presentó una Solicitud de Desestimación. Alegó que el recurrente 

pretende que se revise un proceso administrativo que recién 

comenzó, en lugar de una determinación final de un organismo 

administrativo. Concluyó que este Tribunal no tiene jurisdicción 

para atender el asunto pues no existe resolución alguna o 

determinación de la OGPe que examinar, excepto un señalamiento 

de una vista.   

Así pues, el 30 de junio de 2016, este Tribunal emitió una 

Resolución mediante la cual concedió un término al recurrente 

para que presentara su postura.  

Sin embargo, el 21 de julio de 2016, el recurrente presentó 

una Oposición a Solicitud de Desestimación. Insistió en que se le 

exime de agotar la vía administrativa.     

Contando con el escrito de ambas partes, estamos en 

posición de resolver. Veamos. 

II. 

a. Jurisdicción  

La jurisdicción es la autoridad que posee un tribunal o un 

foro administrativo para considerar y adjudicar determinada 

controversia o asunto. Pérez López v. CFSE, 189 DPR 877, 882 

(2013); CBS Outdoor v. Billboard One, Inc., et al., 179 DPR 391, 

403-404 (2010).   
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Nuestro Tribunal Supremo ha sido constante en resolver que 

los tribunales “debemos ser celosos guardianes de nuestra 

jurisdicción”, por lo que tenemos la indelegable labor de auscultar 

nuestra propia jurisdicción, incluso cuando ello no se nos ha 

planteado. Mun. Aguada v. J.C.A., 190 DPR 122, 131 (2014); S.L.G. 

Solá Moreno v. Bengoa Becerra, 182 DPR 675, 653 (2011).  Los 

tribunales no tenemos discreción para asumir jurisdicción donde 

no la tenemos. Constructora Estelar v. Aut. Edif. Púb., 183 DPR 1, 

22 (2011); S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 169 DPR 873, 883 

(2007).  Por tanto, un dictamen emitido sin jurisdicción no tiene 

efecto alguno, ya que es nulo en derecho e inexistente. S.L.G. 

Szendrey-Ramos v. F. Castillo, supra, págs. 882-883.   

Cuando un Tribunal de Apelaciones carece de jurisdicción, 

“procede la inmediata desestimación del recurso apelativo 

conforme lo ordenado por las leyes y reglamentos para el 

perfeccionamiento de estos recursos”. S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. 

Castillo, supra, pág. 883. De la misma forma, un recurso 

presentado prematura o tardíamente priva insubsanablemente de 

jurisdicción y autoridad al tribunal ante el cual se recurre para 

atender el asunto, caso o controversia. S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. 

Castillo, supra, págs. 883-884.  Un recurso presentado prematura 

o tardíamente carece de eficacia y no produce ningún efecto 

jurídico, pues, al momento de su presentación, su naturaleza 

prematura o tardía hace que el foro apelativo no tenga autoridad 

alguna para acogerlo. S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, supra, 

pág. 884.  Ante esos casos, el tribunal desestimará la acción o el 

recurso ante sí y no entrará en los méritos de la cuestión ante sí. 

Pérez López v. CFSE, supra, pág. 883; S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. 

Castillo, supra, pág. 883.   

A tono con lo anterior, podemos notar que la determinación 

de jurisdicción requiere un análisis profundo de los hechos y 
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argumentos traídos a nuestra atención.  No es un asunto que debe 

atenderse liviana o mecánicamente, pues la determinación 

incorrecta de un tribunal sobre su falta de jurisdicción podría 

dejar sin remedio a una parte.   

Por último, es menester resaltar que la Regla 83(B)(1) y (C) 

del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 

83(B)(1) y (C), es la que nos faculta, por iniciativa propia o ante la 

solicitud de parte, a desestimar un recurso cuando carecemos de 

jurisdicción para atenderlo. 

b. Agotamiento de Remedios 

La doctrina de agotamiento de remedios administrativos es una 

limitación para los tribunales de abstenerse de intervenir en una 

controversia bajo la consideración de la agencia, que no ha 

recorrido todo el trámite administrativo. Colón v. Méndez, 130 DPR 

433 (1992). Cónsono con lo anterior, se trata de un requisito 

jurisdiccional que no debe ser soslayado salvo que se dé alguna 

excepción. Igartúa v. ADT, 147 DPR 318 (1998). Esta doctrina va 

encaminada a establecer la etapa en los procedimientos en la cual 

el litigante puede recurrir a los tribunales de un caso que se 

ventila ante una agencia. Outdoor Media Display Poster v. Billboard 

One, Inc., 179 DPR 391 (2010), Aguilú Delgado v. P.R. Parking 

System, 122 DPR 261 (1988).  

Para precisar si es ineludible el agotamiento de los remedios 

administrativos antes de acudir al foro judicial, hay que 

determinar si a la luz de las circunstancias del caso y pericia 

particular de la agencia se considera que la intervención judicial 

sería prematura. García Cabán v. UPR, 120 DPR 167 (1987). Del 

mismo modo, el requerimiento de agotamiento de remedios incluye 

el acudir al organismo administrativo apelativo de existir 

alguno.  Mun. de Caguas v. ATT, 154 DPR 401 (2001).  

javascript:searchCita('130DPR433')
javascript:searchCita('130DPR433')
javascript:searchCita('147DPR318')
javascript:searchCita('179DPR391')
javascript:searchCita('120DPR167')
javascript:searchCita('154DPR401')


 
 

 
KLRA201600647 

 

6 

No obstante, por vía de excepción el tribunal podrá relevar a 

una parte de tener que agotar los remedios administrativos en las 

siguientes instancias: (1) cuando dicho remedio sea inadecuado; 

(2) el requerir su agotamiento resultare en un daño irreparable al 

promovente y en el balance de intereses no se justifica tal 

agotamiento; (3) cuando se alegue la violación sustancial de 

derechos constitucionales; (4) cuando resulte inútil agotar los 

remedios administrativos por dilación excesiva de los 

procedimientos; (5) cuando sea un caso claro de falta de 

jurisdicción de la agencia, o (6) cuando sea un asunto 

estrictamente de derecho que hace innecesaria la pericia 

administrativa.  Mun. de San Juan v. Bosque Real, S.E., 158 DPR 

743, 772 (2003).   

Nuestro más alto foro ha señalado que no bastan meras 

alegaciones para relevar a una parte de agotar todo el trámite 

procesal de la agencia. Corresponde a la parte que pretenda 

utilizar dicha excepción a los fines de prescindir del trámite 

administrativo  probar, con hechos específicos y bien definidos, la 

necesidad de obviar dicho cauce. Guadalupe v. Saldaña, Pres. 

UPR, 133 DPR 42 (1993). Por otra parte, en relación a la excepción 

de clara falta de jurisdicción a los fines de permitir que un litigante 

pueda preterir el cauce administrativo, no toda alegación de 

ausencia de jurisdicción va a tener el efecto de liberar a la parte de 

culminar sus gestiones ante la agencia. Cualquier otra 

interpretación tendría el efecto de eliminar de facto la doctrina de 

agotamiento de remedios. Oficina de la Procuradora del Paciente v. 

Aseguradora MCS, 163 DPR 21 (2004).  

Es por ello que la revisión judicial de la decisión administrativa 

no está disponible hasta que la parte afectada no agote todos los 

remedios administrativos, a menos que se den algunas de las 

javascript:searchCita('133DPR42')
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excepciones antes mencionadas. Ortiz Rivera v. Panel sobre el 

Fiscal Especial Independiente, 155 DPR 219 (2001).    

c. Revisión administrativa 

Por su parte, la sección 4.2 de la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme, Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 1988, 

según enmendada, dispone lo relativo a los términos para radicar 

una revisión:  

 

“[u]na parte adversamente afectada por una orden o 
resolución final de una agencia y que haya agotado 

todos los remedios provistos por la agencia o por el 
organismo administrativo apelativo correspondiente 

podrá presentar una solicitud de revisión ante el 
Tribunal de Apelaciones, dentro de un término de 
treinta (30) días contados a partir de la fecha del 

archivo en autos de la copia de la notificación de la 
orden o resolución final de la agencia o a partir de la 
fecha aplicable de las dispuestas en la sec. 2165 de 

este título, cuando el término para solicitar la revisión 
judicial haya sido interrumpido mediante la 

presentación oportuna de una moción de 
reconsideración. La parte notificará la presentación de 
la solicitud de revisión a la agencia y a todas las partes 

dentro del término para solicitar dicha revisión. La 
notificación podrá hacerse por correo. Disponiéndose, 
que si la fecha de archivo en autos de copia de la 

notificación de la orden o resolución final de la agencia 
o del organismo administrativo apelativo 

correspondiente es distinta a la del depósito en el 
correo de dicha notificación, el término se calculará a 
partir de la fecha del depósito en el correo.  

 
En los casos de impugnación de subasta, la parte 

adversamente afectada por una orden o resolución 
final de la agencia, o de la entidad apelativa de 
subastas, según sea el caso, podrá presentar una 

solicitud de revisión ante el Tribunal de Apelaciones 
dentro de un término de diez (10) días contados a 
partir del archivo en autos de la copia de la 

notificación de la orden o resolución final de la agencia 
o la entidad apelativa, o dentro de los diez (10) días de 

haber transcurrido el plazo dispuesto por la sec. 2169 
de este título. Si la fecha de archivo en autos de copia 
de la notificación de la orden o resolución es distinta a 

la del depósito en el correo de dicha notificación, el 
término se calculará a partir de la fecha del depósito 

en el correo. La mera presentación de una solicitud de 
revisión al amparo de esta sección no tendrá el efecto 
de paralizar la adjudicación de la subasta impugnada. 

El recurso de revisión judicial será atendido por el 
panel o paneles designados para atender los asuntos 
que se originen en la región judicial o regiones 

judiciales correspondientes al lugar donde se planee, 

javascript:searchCita('155DPR219')
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se esté llevando a cabo o se haya llevado a cabo la 
actividad o incidente que hubiera dado lugar a la 

controversia; o el lugar de trámite y adjudicación de 
una subasta; o por los paneles designados para 

atender recursos por su materia o características, 
conforme lo dispuesto en el Reglamento del Tribunal 
de Apelaciones.  

 
Una orden o resolución interlocutoria de una 

agencia, incluyendo aquellas que se emitan en 

procesos que se desarrollen por etapas, no serán 
revisables directamente. La disposición 

interlocutoria de la agencia podrá ser objeto de un 
señalamiento de error en el recurso de revisión de 
la orden o resolución final de la agencia.  

 
La revisión judicial aquí dispuesta será el recurso 

exclusivo para revisar los méritos de una decisión 
administrativa sea ésta de naturaleza adjudicativa o de 
naturaleza informal emitida al amparo de este 

capítulo”. 3 LPRA sec. 2172. (Énfasis Nuestro). 
 

Igualmente, el Tribunal de Apelaciones tendrá jurisdicción 

para revisar determinaciones administrativas. El Reglamento de 

Tribunales, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 56, dispone lo siguiente:  

“[e]sta parte gobernará el trámite de las 
revisiones de todos los recursos instados ante el 
Tribunal de Apelaciones para la revisión de las 

decisiones, reglamentos, órdenes, resoluciones y 
providencias finales dictadas por organismos o 

agencias administrativas o por sus funcionarios(as), ya 
sea en su función adjudicativa o cuasi legislativa, 
conforme lo dispuesto en ley”. Regla 56 del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones.  
 

d. Oficina de Gerencia de Permisos-OGPe 

Por su parte, la Ley para la Reforma del Proceso de Permisos 

de Puerto Rico, Ley Núm. 161-2009, según enmendada, 23 LPRA 

sec. 9011 et seq. (Ley de Permisos) establece en su declaración de 

política pública: 

“[e]l mejorar la calidad y eficiencia en la 
administración de los procesos de evaluación de 
solicitudes para el otorgamiento o denegación de 

determinaciones finales y permisos para desarrollos de 
proyectos de construcción en Puerto Rico. Como parte 

de dicha política pública es vital asegurar la 
transparencia, certeza, confiabilidad y agilización del 
proceso de evaluación para el otorgamiento o 

denegación de determinaciones finales y permisos, 
además de la emisión de recomendaciones. Dichos 

procesos para la evaluación, otorgamiento o 
denegación de las determinaciones finales y permisos, 

javascript:searchCita('2009LPR161')
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están revestidos del más alto interés público por ser 
un instrumento de desarrollo económico y como tal 

indispensable para la creación de empleos y la 
prestación de mejores servicios al pueblo y el disfrute 

de una mejor calidad de vida. Todo esto asegurando el 
fiel cumplimiento con las leyes y reglamentos, y 
teniendo como norte el poder insertarnos dentro del 

marco de la competitividad que incluya el máximo 
desarrollo en lo concerniente al aspecto económico, 
social y físico sostenible del pueblo de Puerto Rico. 

Este Artículo no atenta contra las disposiciones 
constitucionales según estipuladas en el Artículo II, 

Sección 7, y el Artículo VI, Sección 19 de la 
Constitución de Puerto Rico”.  

 

En lo que respecta a la jurisdicción de la OGPe, el artículo 

8.1 de la Ley 161-2009 establece que:  

“[a] partir de la vigencia de esta ley, cualquier 

persona que interese solicitar permisos, 
recomendaciones, licencias, o certificaciones 
relacionados al desarrollo y uso de terrenos en Puerto 

Rico o cualquier otra autorización o trámite que sea 
necesario, según establecido en las secs. 9011nt, 

9012d y 9017b de este título, podrá hacerlo ante la 
Oficina de Gerencia, sea a nivel central o regional o 
mediante un profesional autorizado, según aplique. 

Sin embargo, se enfatiza en las secs. 9017 y 9017b de 
este título, que los profesionales autorizados sólo 
podrán entender en asuntos ministeriales, con 

exclusión de todo trámite discrecional. Las solicitudes 
a ser presentadas ante la Oficina de Gerencia o un 

profesional autorizado, según aplique, incluirán 
aquellas establecidas en el Reglamento Conjunto de 
Permisos, incluyendo pero sin limitarse a: consultas de 

ubicación; recalificaciones de suelos; permisos de 
segregación o lotificación; permisos de construcción; 

permisos de uso; documentos ambientales; permisos o 
recomendaciones previamente evaluados y otorgados 
por las entidades gubernamentales concernidas con 

relación al desarrollo y uso de terrenos y cualquier 
otra solicitud dispuesta, mediante Reglamento 
Conjunto. Además, la Oficina de Gerencia expedirá 

aquellas certificaciones y documentos requeridos para 
hacer u operar negocios en Puerto Rico, con sujeción a 

las disposiciones de la sec. 9012e de este título. No 
obstante, para ello se dispondrá de un procedimiento, 
mediante reglamento, adecuado para someter 

comentarios por parte de la ciudadanía. Finalmente, la 
Oficina de Gerencia podrá emitir permisos verdes”.  

23 LPRA sec. 9018.  
 

De otra parte, la sección 5.2.2 del Reglamento Núm. 8573, el 

cual entró en vigor el 24 de marzo de 2015, (en adelante, 

Reglamento Conjunto de Permisos) establece expresamente que la 

LPAU será aplicable a todos los procedimientos para evaluación, 
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otorgamiento o denegación de determinaciones finales y permisos, 

recomendaciones, certificación, licencias, certificados o cualquier 

otra autorización similar otorgada por la OGPe, entre otros. Véase, 

Reglamento Conjunto de Permisos, pág. 174.  

III. 

 En el desarrollo del tracto procesal y los hechos que dieron 

lugar a esta controversia, vemos que el recurrente señaló varios 

señalamientos de error. Sin embargo, no tenemos jurisdicción para 

atender el recurso presentado por el recurrente. 

Al examinar el derecho administrativo general consignado en 

la LPAU, supra, y lo dispuesto en cuanto a la jurisdicción de este 

tribunal; este tribunal gobernará todos los recursos para la 

revisión de las decisiones, reglamentos, órdenes, resoluciones y 

providencias finales dictadas por organismos o agencias 

administrativas o por sus funcionarios(as), ya sea en su función 

adjudicativa o cuasi legislativa, conforme lo dispuesto en ley. Lo 

anterior, no constituyen las circunstancias aplicables a este caso. 

 En el caso de autos el recurrente solicitó la revisión 

administrativa de un proceso que aún no ha culminado; es decir 

en estos momentos no existe ninguna determinación de la OGPe a 

ser revisable por este foro. Además, el caso fue precisamente 

devuelto a la agencia OGPe para que se cumpla con el 

requerimiento de vistas públicas y demás procedimientos, antes de 

la expedición del Permiso de Uso 2015-033162-PUS-040837. 

Por tanto, contamos con unos hechos que aún no pueden 

ser revisados por este foro pues el procedimiento apenas está 

comenzando ante la OGPe.  

Cónsono con lo anterior, debemos concluir que al no contar 

con una determinación a revisar, este Tribunal no tiene 

jurisdicción y cualquier recurso de revisión presentado en relación 

al caso de marras es, prematuro. 
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Es norma reiterada que los reglamentos administrativos 

crean un estado de derecho que protege a quienes actúan bajo sus 

disposiciones. Las agencias administrativas, por tanto, no pueden 

ignorar sus propias reglas. Buono Correa v. Vélez Arocho, 177 DPR 

415 (2009).  

Por tanto, conforme nos requiere el ordenamiento jurídico, es 

menester concluir que el recurso de revisión administrativa que 

aquí dilucidamos es prematuro. Consecuentemente no poseemos 

jurisdicción para atender los señalamientos en sus méritos. Según 

nos requiere la jurisprudencia, nos resta únicamente declararnos 

sin jurisdicción y devolverlo al foro administrativo para que se 

continúen con los procedimientos.  

IV. 

Por los fundamentos jurídicos previamente expuestos 

desestimamos el presente recurso de revisión administrativa por 

ser prematuro y, así, despojarnos de jurisdicción.  

Además, se devuelve el recurso al foro administrativo 

correspondiente para que continúen los procedimientos. 

Se autoriza a la Secretaria del Tribunal de Apelaciones a 

desglosar las copias de los apéndices a la parte recurrente.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
                                                  Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


